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cOnsOLiDación De DeUDas 
Y DerecHOs HUManOs 

(a prOpósitO DeL FaLLO “cOts”,  
De La cOrte sUpreMa De JUsticia De La nación)

edGardo tobías aCuña

La sentencia que convoca el presente comentario es un reciente fallo de 
la corte suprema de Justicia de la nación referente a la consolidación de deu-
das del estado nacional –dispuesta por la ley 25.344– que si bien no resulta 
novedosa, es útil a los f ines del análisis de los Derechos Humanos en juego, 
y al modo en que el Máximo tribunal se expidió al respecto, con remisiones 
a distintos precedentes.

así, en el fallo “cots, Libia elda c/estado nacional – Ministerio de eco-
nomía y Obras y servicios públicos y otros s/ sumario – incidente de embar-
go”  1, se pueden apreciar distintos puntos de vista para la resolución del caso; 
dos de los cuales se analizarán en el presente artículo.

el primero es el adoptado por la mayoría, compuesta por los Dres. lo-
renzetti, PetraCChi, zaFFaroni y arGibay, quienes consideraron que el art. 18 
de la ley 25.344, prevé una excepción al régimen de consolidación e impone 
a los jueces la obligación de excluir los créditos cuando sus acreedores se en-
cuentren en las especiales condiciones descriptas por el segundo párrafo de la 
norma; criterio sostenido por el Máximo tribunal en los precedentes “estivill 
carmen Lucinda c/administración nacional de seguridad social”, del 19 de 
diciembre de 2006 (Fallos 329:5769) y “aliprandi, Luisa c/ paMi s/suma-
rio”, del 23 de febrero de 2010  2.

precisamente, en atención a las palabras de la ley, que expresamente 
dispone que “… se podrá disponer la exclusión cuando mediaren circuns-
tancias excepcionales vinculadas a situaciones de desamparo e indigencia en 
los casos en que la obligación tuviere carácter alimentario”, entendieron que 
dichas circunstancias excepcionales son las que se presentaban en el caso, 

1 csJn, causa c. 1674. XLiV, sentencia del 12 de marzo de 2013.
2 considerando 4.
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pues como consecuencia del accidente sufrido, a la actora se le amputaron 
ambos miembros inferiores, padeciendo de un grado de incapacidad laboral 
casi total, que demuestra no sólo su situación de desamparo, sino también el 
evidente carácter alimentario de su crédito, que resulta extensivo a todos los 
rubros de la condena 3.

Desde otra óptica, en su disidencia parcial, el Dr. Fayt aborda el tema sin 
atenerse sólo al texto de la norma, sino yendo un poco más allá y analizando 
el caso a la luz de los derechos humanos. en tal sentido, entendió que el re-
sarcimiento del damnif icado requiere la atención oportuna de las afecciones 
de orden físico, psíquico y estético derivados del evento dañoso, a lo que cier-
tamente obsta un modo de cumplimiento de la sentencia como el que resulta 
de la ley 25.344 (csJn, “petrelli”, Fallos 327:2551, con cita de “escobar”, 
Fallos 318:1593)  4.

sostuvo que la previsión contenida en el art. 18 de la ley citada, es in-
suf iciente para resolver el caso, pues si bien establece exclusiones al régimen 
de consolidación, las supedita a la concurrencia de circunstancias excepcio-
nales vinculadas a situaciones de desamparo e indigencia en los casos en que 
la obligación tuviere carácter alimentario. como consecuencia de ello, consi-
deró que se imponen condicionamientos impropios y af irmó que la ley 25.344 
se encuentra desprovista de previsiones expresas que aseguren un remedio 
legal oportuno ante indemnizaciones de la naturaleza examinada, negando  
–con ello– principios humanísticos básicos que nuestra Ley suprema asegura 
y que no pueden ser suspendidos en forma indef inida, aunque se haya decla-
rado la emergencia económica del estado  5.

Destacó que el a quo incluyó en el régimen de consolidación de deudas, 
a los gastos médicos en que incurrió la actora, mediante un razonamiento que 
deja al descubierto la insuf iciencia del citado art. 18, resaltando que la con-
vención americana sobre Derechos Humanos es concluyente al respecto, pues 
en su art. 27 establece que las razones de emergencia que afecten la seguridad 
del estado no autorizan la suspensión, siquiera limitada o transitoria, del dere-
cho a la vida y a la integridad física, reconocidos en los arts. 4 y 5 de aquella  6.

como consecuencia de estos razonamientos, entendió que los agravios de-
sarrollados por ambas partes conducen a la aplicación de la doctrina establecida 

3 considerando 5.
4 considerando 3.
5 considerando 3.
6 considerando 5.
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en las causas “escobar”  7, “petrelli”  8, “Mesquida”  9, “petryszyn”  10, por lo que 
–en el caso– el art. 13 de la ley 25.344, deviene inconstitucional  11.

esta conclusión –a criterio del magistrado– es la que debe prevalecer so-
bre la reiterada doctrina de la corte en el sentido que la declaración de incons-
titucionalidad de una norma es una de las más delicadas funciones suscepti-
bles de encomendarse a un tribunal de justicia y, por ello, debe ser considerada 
como la ultima ratio del orden jurídico (Fallos 288:325; 290:83; 292:190; 
294:383; 298:511; 300:1087; 302:457; 311:394; 312:122, entre otros). 

ello es así, porque cuando la aplicación de normas que dif ieren el pago 
de la deuda pública se encuentra en clara colisión con el derecho a la vida, a 
la salud y a la dignidad de las personas, el Máximo tribunal se pronunció a 
favor de los damnif icados, a la par de los principios del Derecho internacional 
de los Derechos Humanos, que abonan la invalidación de disposiciones que se 
encuentran al margen del trazado constitucional  12.

por otra parte, también entendió que correspondía revocar lo decidido 
respecto de la aplicación del régimen de consolidación a las reparaciones co-
rrespondientes al “daño moral”.

en este punto, destacó la inconveniencia de mantener –en lo pertinen-
te– lo decidido en el precedente “Gutiérrez”  13 pues, frente a las objeciones 
constitucionales esgrimidas, no puede mantenerse una doctrina que permite 
dilatar la percepción de un crédito resarcitorio indiscutido, mediante criterios 
selectivos de los diversos capítulos de la reparación  14.

en tal precedente, la corte –por mayoría– af irmó la validez constitu-
cional de la ley de consolidación en cuanto al pago de la condena compren-
siva de los rubros “repetición de los gastos médicos y de farmacia”, “indem-
nización de incapacidad sobreviniente” e “indemnización del daño moral”, 
entendiendo que su diferimiento en el pago no importa su desconocimiento 
sustancial  15; resaltando, que ello no se opone a lo dispuesto en el art. 5, inc. 
1, de la convención americana de Derechos Humanos, pues la aplicación del 
sistema de consolidación de deudas no priva al demandante del resarcimiento 

7 csJn, Fallos 318:1593.
8 csJn, Fallos 327:2551.
9 csJn, Fallos 329:5382.
10 csJn, Fallos 331:2845.
11 considerando 6.
12 considerando 7.
13 csJn, Fallos 321:1984.
14 considerando 8.
15 considerando 10.
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patrimonial declarado en la sentencia, sino que sólo suspende temporalmente 
la percepción íntegra de los montos debidos  16.

en este punto, merece la pena mencionar que en el caso “Furlan y Fami-
liares vs. argentina”  17, del 31 de agosto de 2012, la corte interamericana de 
Derechos Humanos (corte iDH) se pronunció sobre el tema que nos ocupa.

en tal precedente, vinculado a la responsabilidad internacional del es-
tado por la falta de respuesta oportuna por parte de las autoridades judiciales 
argentinas, que –a criterio de la corte iDH– incurrieron en una demora ex-
cesiva en la resolución de un proceso civil por daños y perjuicios en contra 
del estado nacional, de cuya respuesta dependía el tratamiento médico de un 
niño, la corte declaró –por unanimidad– que el estado argentino es interna-
cionalmente responsable por la violación del derecho a la integridad personal 
y el derecho a la propiedad privada, y el incumplimiento de la obligación de 
garantizar, sin discriminación, el derecho de acceso a la justicia y el derecho 
a la integridad personal.

en lo que aquí interesa, la corte iDH consideró que la ejecución de la 
sentencia que concedió la indemnización no fue completa ni integral, por 
cuanto se encontró probado que sebastián Furlan debía recibir $ 130.000 y 
realmente cobró $ 38.000, lo cual es un monto excesivamente menor al que 
había sido originalmente ordenado.

el tribunal indicó que las autoridades administrativas nunca tuvieron 
bajo consideración que al aplicarse la modalidad de pago establecida en la ley 
23.982, del año 1991, se disminuía en forma excesiva el insumo económico 
que recibió sebastián Furlan para una adecuada rehabilitación y mejores con-
diciones de vida, teniendo en cuenta su estado de vulnerabilidad.

en este sentido, manifestó que era necesario que las autoridades que 
ejecutaron la sentencia judicial hubieran realizado una ponderación entre el 
estado de vulnerabilidad en que se hallaba sebastián Furlan y la necesidad de 
aplicar la ley que regulaba estas modalidades de pago.

De este modo, a criterio del citado tribunal, en el caso existía una inte-
rrelación entre los problemas de protección judicial efectiva y el goce efectivo 
del derecho de propiedad.

en razón de ello, indicó que la restricción a tal derecho no fue proporcio-
nada en sentido estricto porque no contempló ninguna posibilidad de aplica-
ción que hiciera menos gravosa la disminución del monto indemnizatorio que 
le correspondía.

16 considerando 10, con remisión al criterio adoptado en el precedente “ragnar Hage-
lin c/ poder ejecutivo nacional s/Juicio de conocimiento”, Fallos 316:3176.

17 corte iDH, serie c, nro. 246.
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en consecuencia, consideró que el pago parcial de la suma dispuesta a 
una persona de escasos recursos en situación de vulnerabilidad, exigía una 
justif icación mucho mayor de la restricción del derecho de propiedad y algún 
tipo de medida para impedir un efecto excesivamente desproporcionado, cir-
cunstancias que no se comprobaron en el caso.

en este precedente, la corte iDH parece adentrarse en la reserva realiza-
da por la argentina al art. 21 de la convención americana, referente al dere-
cho a la propiedad privada, en virtud de la cual se excluye de su jurisdicción a 
las cuestiones inherentes a la política económica del Gobierno  18.

sin embargo, como recuerda el autor citado, esta reserva no debe ser in-
terpretada en términos estrictos pues, de ser así, siempre que existan razones 
políticas, el asunto quedaría fuera del ámbito de protección.

en consecuencia, en asuntos como los comentados en el presente, co-
rresponde seguir los lineamientos sentados por nuestro Máximo tribunal en 
el sentido que corresponde revisar si, en el caso, se conculcaron derechos re-
conocidos en la constitución nacional, sin adentrarse en el análisis de la bon-
dad o no de la medida adoptada por los otros poderes. así, sólo si la política 
económica vulnera un derecho en términos irrazonables, la corte suprema de 
Justicia de la nación y la corte interamericana de Derechos Humanos, podrán 
decidir si se ha violado la convención  19.

De todos modos, como se sintetizó precedentemente, queda la alternativa 
de dirimir un caso por otras vías, arribando a resultados idénticos, aunque la 
trascendencia de lo escrito diste de ser la misma.

18 niColás M. Perrone, “artículo 21. Derecho a la propiedad privada”, en aa.VV., 
enrique M. alonso reGueira (dir.), La convención americana de Derechos Humanos y su 
proyección en el Derecho argentino, Facultad de Derecho (UBa) - La Ley, Buenos aires, 
2013, p. 369.

19 niColás M. Perrone, “artículo 21. Derecho a la propiedad privada”, en aa.VV., 
enrique M. alonso reGueira (dir.), La convención americana de Derechos Humanos y su 
proyección en el Derecho argentino, op. cit., p. 358.
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